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ellos y sólo a ellos, a quienes correspon-
de definir lo que la Constitución signifi-
ca. Desde esta perspectiva, la función de
la justicia constitucional es servir como
catalizador del dialogo sobre los valores

más profundos, forzando a la ciudadanía
a interpretar la Constitución. Para Fried-
man, a fin de cuentas somos nosotros
quienes en última instancia damos senti-
do a la Constitución.

CAROLINA LEÓN BASTOS y VÍCTOR ALEJANDRO WONG MERZ (coords.), Teoría de la
Constitución. Estudios en homenaje al Dr. Jorge Carpizo en Madrid, Porrúa, Méxi-
co, 2010.

ANTONIO PETRARULO*

Madrid ha sido uno de los tantos esce-
narios del mundo por los que Jorge Car-
pizo ha difundido sus extraordinarios co-
nocimientos, compartiendo con profesores
y estudiantes las ideas que hacen de él
uno de los más grandes constitucionalis-
tas. Es por ello que Madrid ha querido
homenajearle con esta obra, que recopila
una serie de escritos sobre una variada
gama de aspectos del Derecho Constitu-
cional desarrollados por brillantes docen-
tes. La pasión que une a Madrid y a Jor-
ge Carpizo tiene su origen lejos en el
tiempo. Desde su primera visita, en el año
1970, él ha podido comprobar el avance
económico, social, político y democrático
de España con la lucidez y la capacidad
de la que dispone. Ello se puso de mani-
fiesto en 1993, cuando la Universidad
Complutense le otorgó el Doctorado Ho-
noris Causa, y él recibió el título pronun-
ciando estas palabras: «España, esta Es-
paña nuestra y de todos nosotros, esta
España mía, significa y es para mí, tantas
y tan grandes emociones y sensaciones,
entre las cuales, indudablemente, relum-
bran estos minutos, aquí y hoy en el Pa-
raninfo de la Universidad Complutense de
Madrid»1. Así, no es extraño que entre
los muchos autores que participan en este
homenaje figuren tantos catedráticos del

Departamento de Derecho Constitucional
de la Universidad Complutense, amigos
de Jorge Carpizo.

El jurista al que se homenajea con es-
tos escritos no tiene necesidad de presen-
tación ya que su obra intelectual en el
marco del Derecho Constitucional es
enorme y universalmente reconocida. Sin
embargo, hay que subrayar cómo la labor
humana y social de Carpizo ha ido más
allá de la actividad académica, llegando a
abarcar campos de índole muy distinta.
En el ámbito universitario, Carpizo ha
sido rector de la Universidad Nacional
Autónoma de México, centro de referen-
cia mundial en el estudio del Derecho
Constitucional, pero también se ha com-
prometido con la realización material de
aquellos derechos fundamentales cuya de-
finición en América Latina también se
debe a su labor: la desarrollada como mi-
nistro de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación y como Presidente fundador de
la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos. Asimismo, ha servido al Estado
como Secretario de Gobernación y como
Embajador de México en Francia.

La obra coordinada por Carolina León
Bastos y Víctor Alejandro Wong Meraz
recopila veinticinco artículos que tratan de
distintos argumentos. A modo de simpli-

* Doctorando del Departamento de Derecho Constitucional de la Universidad Com-
plutense de Madrid.

1 Pasaje de la conferencia del Doctor Jorge Carpizo en la Universidad Complutense de
Madrid al recibir el Doctorado Honoris Causa, véase el texto completo de la conferencia en
el enlace: https://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/boletin/cont/78/inf/inf51.pdf
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ficación, si quisiéramos definirlos podría-
mos delinear cuatro «macroámbitos» en
los que colocarlos. En primer lugar, des-
tacan los numerosos artículos que tienen
por objeto aspectos peculiares del Dere-
cho español, que van desde una perspec-
tiva histórica de determinados temas al
análisis de argumentos de gran relevancia
contemporánea. Están relacionados con
este tema los escritos que, observando a
España, comparan temas concretos con el
Derecho mexicano. Muchos, además, son
los artículos que tratan sobre distintas
facetas del Derecho Constitucional y de la
teoría jurídica en general. A ello se acer-
can los temas de justicia constitucional,
que cinco autores tratan en otros tantos
artículos. La última área temática que po-
demos identificar es la relativa a los De-
rechos Fundamentales. En este sentido, la
obra recoge escritos que observan estos
Derechos, bien desde una perspectiva na-
cional, bien desde una supranacional,
ventaja de gran relevancia para el lector
por dos razones: por un lado es siempre
más fuera del Estado donde los Derechos
Fundamentales encuentran su protección
y, por otro, quienes redactan los escritos
son algunos de los juristas más relevantes
en este ámbito; aunque esta segunda con-
dición puede encontrarse en cada una de
las áreas temáticas.

Madrid es el centro geográfico de este
homenaje y es España el objeto de seis de
los artículos de la obra. El artículo de
Beatriz Bernal Gómez parte desde una
perspectiva histórica del Derecho en ge-
neral para acabar focalizando su atención
en la metodología, ubicación y periodi-
zación del Derecho español: desde el pe-
ríodo de los Derechos prerromanos (de
los que se resalta la heterogeneidad) a la
época constitucional y codificadora, en la
que destaca la Constitución de Cádiz
–que en su art. 258 establecía el principio
de la unificación jurídica de España– cuyo

bicentenario se celebrará en 2012. En el
camino de la historia también se sitúa el
argumento analizado por Germán Gómez
Orfanel, quien elabora un escrito sobre la
reforma agraria en la segunda República
española. Como señala el autor, aportan-
do una gran serie de datos, varios elemen-
tos contribuyeron a que esta reforma –que
se modelaba en leyes similares de la Eu-
ropa centro-oriental– se aplicara parcial-
mente y sin alcanzar los efectos deseados.
Luís E. Delgado del Rincón se ocupa de
un tema de Derecho procesal constitucio-
nal muy concreto como es el de la recusa-
ción de los magistrados del Tribunal
Constitucional español. La cuestión, de
estricta actualidad en el panorama jurídico
español, también se observa desde una in-
teresante perspectiva comparada. El caso
concreto del que se parte en este análisis
es la discutida sentencia sobre el Estatuto
de Autonomía de Cataluña. En particular
se examina, de forma crítica, por las posi-
bles consecuencias que este precedente
puede asentar, el Auto del Tribunal cons-
titucional 26/2007, de 5 de febrero, en el
que se acuerda, por primera vez en la his-
toria de este Tribunal, la recusación de un
magistrado constitucional. Alfonso Fer-
nández-Miranda Campoamor participa en
esta obra con un artículo sobre el concep-
to de solidaridad en el Estado Autonómi-
co, tal y como se define en distintos artí-
culos de la Constitución española. Sin
duda, la larga experiencia de este autor y
su gran capacidad comunicativa aportan
un toque particular a todos sus escritos y
comunicaciones. En este específico texto,
Fernández-Miranda empieza su exposi-
ción subrayando cómo la solidaridad, le-
jos de ser un precepto moral, es un prin-
cipio jurídico que implica deberes y cuya
observancia puede ser reclamada por los
medios que ofrece el Derecho2. Su análi-
sis, que se funda en los tres pilares del
Derecho (legislación, doctrina y jurispru-

2 En su artículo el autor hace referencia directa al Informe del Consejo de Estado de 16
de febrero de 2006, sobre la reforma constitucional. Publicado por el Consejo de Estado y
el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. Madrid, 2006.
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dencia) termina con una crítica a la aplica-
ción del principio de solidaridad. Mien-
tras que la doctrina parece haber avan-
zado en la estructuración del mismo,
sostiene el autor, el Tribunal Constitucio-
nal ha mantenido una actitud incierta, con
formulaciones a veces pleonásticas. El
fuerte componente político de este precep-
to, además, tampoco ayuda en el proceso
de construcción de un principio que,
como escribe Fernández-Miranda, se si-
túa en lista de espera para ser determina-
do. Javier Pérez Royo también analiza as-
pectos relativos al concepto de Estado
Autonómico. En su artículo, explica por
qué, a su entender, el TC no puede ser el
guardián de los Estatutos de Autonomía.
Su argumentación parte de una observa-
ción del iter constituyente que llegó a dar
lugar a las Autonomías estructurando en
el art. 151 CE, en su opinión, su esencia.
Según este artículo, tan sólo las Cortes
Generales pueden ser garantes del princi-
pio de la unidad política del Estado y no
se encuentra en la Constitución la posibi-
lidad de recurrir ante el Tribunal Consti-
tucional los Estatutos de Autonomía. Di-
chos Estatutos son fruto, primero, de la
negociación política dentro de la Comuni-
dad y, posteriormente, del diálogo, aún
político, con el Parlamento del Estado. En
definitiva, para el autor nos encontramos
ante pactos políticos y los problemas
constitucionales que puedan derivar de
ello han de resolverse políticamente y no
por la vía del Juez constitucional, quien,
según su opinión, no debería haber admi-
tido a trámite ninguno de los recursos
constitucionales que se interpusieron. Al-
berto Pérez Calvo analiza las políticas
lingüísticas en el marco del Derecho
Constitucional. Su aportación se centra en
varios casos: los de Estados con una len-
gua común y varias locales (España,
Francia e Italia) y los de Estados que se
caracterizan por un pluralismo lingüístico
en su territorio (Suiza, Canadá y Bélgica).
El autor, posteriormente, profundiza más
en el caso concreto español, analizando el
caso del Estatuto de Autonomía de Cata-

luña. Su conclusión es que, estudiando
además el asunto desde el punto de vista
de Organizaciones Internacionales como
las Naciones Unidas, los Estados están
dando cada vez más atención al problema
lingüístico, y lo hacen también a la luz –y
en el marco– de las convenciones realiza-
das a nivel supranacional. José Fernando
Díaz-Estúa Avelino escribe un artículo en
el que compara México y España en lo
que se refiere a la objeción de conciencia
y a los límites a la libertad de enseñanza
religiosa. El tema de fondo del trabajo es
la relación entre Estado e Iglesia. En este
trabajo, como en otros mencionados, la
raíz histórica está muy presente ya que el
sistema político-religioso español plasmó
el del nuevo mundo. Una interesante con-
sideración del autor es que mientras en
México la religión es una cuestión de De-
recho, que se regula según el principio de
la separación entre Estado e Iglesia, en
España es más bien un fenómeno social,
no de Estado, lo cual conduce a la adop-
ción de concordatos, algo que nunca ha
existido en la historia constitucional me-
xicana. Exclusivamente en el caso mexi-
cano y, en concreto, en el debate sobre la
reforma del Estado, se centra el artículo
de Publio Rivera Rivas. En él, el autor
hace una reflexión sobre la esencia de la
Constitución, analizando su caracteriza-
ción política (derechos que se garantizan
a individuos, forma de estado y de go-
bierno e instrumentos de garantía de los
derechos), social (derechos de la sociedad
frente al individuo) y la interacción de am-
bos elementos, que es el componente
esencial de las constituciones modernas.
Según el autor, la de México es una
Constitución política que debe abrirse a su
identificación social y, en este sentido,
critica e insta a los partidos políticos a que
dirijan sus programas en esa dirección,
antes de que sea el pueblo mexicano
quien reclame con vigor un cambio de
modelo de País. España y México, y en
concreto las declaraciones de derechos de
las constituciones estatales, son el objeto
del estudio realizado por Manuel Fonde-
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vila Marón. En su extenso análisis, toma
como referencia estos dos Estados con ca-
racterísticas federales, observando simili-
tudes y diferencias. Lo que distingue,
sustancialmente, los dos ordenamientos
nacionales es que, si bien en México es
posible reclamar dichos derechos ante los
Tribunales, en España esta posibilidad no
existe, tal y como lo ha establecido el Tri-
bunal Constitucional. Esta distinción se
debe a una diferencia de origen histórico:
mientras que en España los Estatutos se
perfeccionan con la aprobación de una ley
orgánica, en México la Federación queda
al margen del proceso constituyente a no
ser que choque con la Constitución na-
cional.

En el ámbito de la teoría jurídica del
Derecho Constitucional cabe señalar dis-
tintos trabajos. José Pablo Abreu Sacra-
mento escribe sobre el concepto de res-
ponsabilidad política, a la luz de la visión
más clásica de Brich y a la visión inno-
vadora del informe del Public Service
Committee británico, centrando su aten-
ción en el control parlamentario. Destaca,
al final de su escrito, la reclamación de
que los controladores actúen con «senti-
do de responsabilidad», invirtiendo en
cierta manera los papeles de la función de
control. Irina Cervantes Bravo y Aldo
Rafael Medina García desarrollan un artí-
culo sobre jurisdicción y arbitraje, toman-
do como referencia el caso de México
donde, en opinión de los autores, existe
una concepción del arbitraje demasiado
jurisdiccionalista. A raíz de ello invitan a
una percepción más extensa, por parte del
ordenamiento jurídico mexicano, de la
autonomía del arbitraje. Hugo Díaz-Es-
tatúa Avelino, manteniendo su atención
en el panorama latinoamericano, elabora
una detallada comparación entre parla-
mentarismo y presidencialismo: constatan-
do la larga predominancia del segundo
sistema en el ámbito geográfico del traba-
jo, sugiere que el modelo semipresidencial
es el más viable para abordar los proble-
mas estructurales que afectan a la región,
tomando Europa como referencia, pero

desde el esfuerzo de cada nación. Rafael
Rubio propone un análisis muy interesan-
te de la legitimidad de la promoción exte-
rior de la democracia en relación a la exi-
gencia del desarrollo. Lo hace partiendo
de la consideración de que el término «de-
mocracia» ya no es sólo una forma de go-
bierno, sino un estilo de vida que implica
el respecto de determinados estándares.
Pero ¿qué es más importante? ¿los dere-
chos o la democracia? La discusión con-
templa la presencia de tesis diametralmen-
te opuestas. Según la «hipótesis de Lee»,
citada por el autor, para crecer económi-
camente no conviene un sistema democrá-
tico, mientras que la idea opuesta es la de
Francis Fukuyama, que aboga por la prio-
ridad de la política. Apoyando la segunda
de las tesis expuestas, Rubio defiende que
la democracia debe primar en esta lucha y
subraya cómo la ayuda internacional al
desarrollo debe conllevar pasos hacia la
construcción de un verdadero sistema de-
mocrático, siendo consciente, el autor, de
que su planteamiento puede ser criticado
en términos de injerencia en la soberanía
nacional de los Estados. Está dedicado a
la institución monárquica en la constitu-
ción española de 1978, el estudio de Ja-
vier Tajadura Tejada. El autor pone en
evidencia cómo esta Constitución es la
primera en la historia española que per-
mite la coexistencia de la institución mo-
nárquica y de la soberanía popular. El
texto propone, además, una visión histó-
rica de los fundamentos de legitimidad de
la monarquía en el sistema español, anali-
zando casos concretos como el de la épo-
ca franquista y el de Don Juan, que no
llegó a reinar. En conclusión se subraya
cómo el rey Juan Carlos utilizó todos los
poderes que le traspasó Franco para de-
volver la soberanía a los españoles: una
«gran paradoja» según el autor. Manuel
Miguel Tenorio Adame trata en su trabajo
de dos preceptos constitucionales: seguri-
dad y transparencia. Estos dos principios,
que se plasman en el deber de rendir
cuentas por parte de los gobernantes, son
los pilares del derecho a la información
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del que gozan los ciudadanos. El autor
demuestra, a través de documentos cons-
titucionales y Cartas de Derechos pacta-
das internacionalmente, cómo la libertad
de información está directamente vincula-
da a la libertad de expresión. Dicho esto,
se justifica la presencia de restricciones en
el acceso a la documentación estatal, siem-
pre que se motive esta clase de limitación.
El desafío para las sociedades, por lo tan-
to, es el de garantizar la seguridad de los
ciudadanos, asegurando el respeto de to-
dos y cada uno de los Derechos funda-
mentales. Tema éste dramáticamente ac-
tual en nuestra época y que exige mucho
más esfuerzo del que los gobiernos le de-
dican. Centrado en las problemáticas del
viejo continente, el trabajo de Ángela Fi-
gueruelo Burrieza trata de un tema extre-
madamente delicado: la consolidación del
principio democrático en la Unión Euro-
pea. Su análisis se centra en la institución
parlamentaria que, en el sistema institu-
cional de la UE, funciona de tal forma que
es difícil paragonarlo a un Parlamento tal
y como se contempla en los Estados de
Derecho. Un aspecto interesante de su
análisis es el vínculo que se genera entre
democratización y afección de los ciuda-
danos a la UE, afección que en los últi-
mos años se ha ido dramáticamente per-
diendo. Por último aparece el artículo de
uno de los coordinadores de la obra, Ale-
jandro Wong Merz, quien analiza un tema
muy concreto en la teoría jurídica, como
es el caso del referéndum constitucional,
aplicado al caso específico de México.
Después de una atrayente disertación so-
bre el instituto referendario, el autor ob-
serva con una mirada crítica, y por medio
de los instrumentos del Derecho Consti-
tucional, las propuestas del Presidente
mexicano Felipe Calderón.

Cinco de los veinticinco artículos de
esta obra tratan de temas relacionados con
la justicia Constitucional. Entre los auto-
res que escriben sobre este asunto se en-
cuentran claras eminencias en la materia.
Es el caso de Francisco Fernández Sega-
do. Su amplia obra intelectual es un pun-

to de referencia en el estudio sobre la jus-
ticia constitucional y su historia. En su
aportación a la obra que reseñamos, trata,
con una extraordinaria profundidad, las
peculiaridades de los Tribunales Consti-
tucionales, la «especialidad» de sus jue-
ces, el proceso ante ellos y las consecuen-
cias de sus sentencias, centrándose en este
particular aspecto. Los detalles abarcados
por el artículo, en relación a las senten-
cias, son múltiples: desde la eficacia tem-
poral de las mismas a conceptos técnicos
como la nulidad de la ley proclamada in-
constitucional (eliminación ex tunc de la
norma del ordenamiento jurídico, como en
el caso italiano, que puede producir efec-
tos devastadores). La reflexión final de
Fernández Segado es una invitación al le-
gislador a no sujetar de forma rígida al
Tribunal Constitucional, dejándole un
margen de maniobra para que pueda gra-
duar los efectos de sus sentencias según
la oportunidad que cada caso requiere.
Giovanni Azael Figueroa Mejía, par-
tiendo del superado binomio estimación/
desestimación de las sentencias de los
Tribunales Constitucionales, analiza las
sentencias monitorias, a través de las cua-
les los mismos Tribunales dispensan al
legislador las pautas a seguir para que la
ley se ajuste al dictado constitucional. Es
evidente el interés del tema ya que se per-
fila una «intervención», aunque sea sim-
plemente técnica, del TC en el proceso
legislativo. Sin embargo, es una oportu-
nidad de colaboración, como señala el
autor, que ya existe en muchos Países. El
amparo en el modelo kelseniano de juris-
dicción constitucional es el objeto del es-
tudio de Alfonso Herrera García. El autor
analiza la peculiaridad de este acceso di-
recto a la corte en un sistema de control
constitucional concentrado. El amparo, en
efecto, no es algo típico de este modelo y
donde se conserva su impostación habi-
tual, como en el caso italiano, esta fórmu-
la para acudir a la Corte Costituzionale
está del todo ausente. El autor, en un aná-
lisis profundo del sistema kelseniano, lle-
ga a justificar la presencia de un amparo
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directo que, a pesar de no tener cabida en
una concepción pura del modelo, se ha
justificado por razones políticas y técni-
cas. Aceptando las conclusiones del au-
tor, a nivel práctico, hay que evidenciar la
necesidad de una revisión del derecho al
amparo. Como demuestra el caso espa-
ñol3, el riesgo es que se sature la activi-
dad del TC. El trabajo de Javier Ruipérez
es más que un artículo, tratándose, por la
dimensión y el desarrollo de su investiga-
ción, casi de una monografía. El Catedrá-
tico de la Universidad de La Coruña lleva
a cabo un profundo análisis en el que exa-
mina y estudia plenamente el concepto de
teoría constitucional. La peculiaridad del
estudio es el punto de vista del autor so-
bre lo que aporta la Carta de Weimar al
proceso evolutivo de la misma teoría
constitucional.

Por último, nos centramos en los cua-
tro artículos de otros tantos autores que
tratan de Derechos fundamentales: su ga-
rantía y su protección internacional. El
primero de estos trabajos es el de Javier
García Roca, quien coordina, junto con
Pablo Santolaya Machetti, un grupo de
estudio sobre el Convenio Europeo de
Derechos Humanos (CEDH) –y la juris-
prudencia internacional que de él deriva–
cuyos resultados son indudablemente un
punto de referencia en Europa. El artícu-
lo, presente además en la obra fruto de las
aportaciones de los integrantes del men-
cionado grupo4, trata sobre un punto cen-
tral del convenio: el compromiso de los
Estados con la organización de elecciones
libres, contenido en el artículo 3 del Pro-
tocolo Adicional al Convenio. Tomando

como punto de referencia la actitud de la
antigua Comisión y la jurisprudencia del
Tribunal de Estrasburgo, el autor nos
conduce hacia la apreciación de una sen-
sible expansión conceptual del precepto
que ha llegado a incluir el derecho al su-
fragio activo y pasivo. Raúl Canosa Use-
ra examina un tema objeto de una reciente
monografía5 escrita por él mismo: el dere-
cho a la integridad personal. El autor pone
en evidencia la escasa presencia de este
derecho en el panorama europeo, donde
se ha reconocido internacionalmente solo
con la Carta Europea de Derechos Funda-
mentales, mientras que es un precepto
común en Latinoamérica. En el caso del
CEDH se recoge, sin mencionarlo abier-
tamente, el derecho a la integridad perso-
nal en su artículo 3, donde se prohíbe
cualquier forma de tortura, penas y tratos
inhumanos o degradantes; y es justo a
partir de la jurisprudencia de Estrasburgo
que el decano de la Facultad de Derecho
de la Universidad Complutense hace un
esbozo de este derecho que, según el au-
tor, debe extenderse también a la esfera
moral sin limitarse al elemento físico. El
trabajo de Rubén Jesús Lara Patrón es un
análisis sobre el por qué se considera be-
neficioso internacionalizar los Derechos
humanos. Sin duda los Derechos funda-
mentales no pueden reducirse a un ámbito
nacional, ya que, por definición, pertene-
cen al hombre antes que al ciudadano. En
esta línea de pensamiento se han ido
abriendo cada vez más las fronteras de los
ordenamientos jurídicos de los Estados a
favor de instituciones internacionales y,
como afirma el autor, esto resulta positivo

3 Los datos aportados por el mismo Tribunal atestiguan cómo en 2009 se han dado 7
recursos de inconstitucionalidad, 35 cuestiones de inconstitucionalidad, 13 conflictos posi-
tivos de competencia, un solo conflicto en defensa de la autonomía local y 10792 recursos
de amparo. Datos publicados por el propio Tribunal Constitucional español en su pagina
web: http://www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/estadisticas/Paginas/Estadisticas2009.
aspx#A2

4 J. GARCÍA ROCA y P. SANTOLAYA MACHETTI, La Europa de los derechos: el Convenio
Europeo de Derechos Humanos, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid,
2009.

5 R. CANOSO USERA, El derecho a la integridad personal, Lex Nova-IVAP, Valladolid,
2006.
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para los titulares de tan relevantes dere-
chos. En la misma línea, la de la protec-
ción internacional de los Derechos huma-
nos, se sitúa el artículo de la otra
coordinadora de la obra, Carolina León
Bastos, aunque el centro geográfico de su
trabajo es México. La autora ofrece una
panorámica de los tratados internaciona-
les sobre este tema para centrarse, poste-
riormente, en el nivel jerárquico que se les
atribuye en México. Es necesario recor-
dar que el Estado es el sujeto principal del
Derecho Internacional, y a consecuencia
de ello los tratados imponen obligaciones.
Sigue siendo el Estado quien debe garan-
tizar el respeto de los Derechos funda-
mentales y, desde una óptica interna,
quien debe hacer que prevalezcan las nor-
mas dirigidas a la protección de los Dere-

chos fundamentales, aunque tengan ori-
gen externo al ordenamiento jurídico. En
el caso mexicano, la autora pone en
evidencia cómo la Corte Suprema de Jus-
ticia está empezando a desarrollar, a tra-
vés de ciertas resoluciones, un proceso
gracias al que se constitucionalizan algu-
nos acuerdos por la trascendencia de su
contenido.

A modo de visión general de la obra,
es necesario y debido subrayar el nivel
científico y académico de los participan-
tes. Algunos de los escritores son pilares
imprescindibles del constitucionalismo
contemporáneo. La gran variedad de ám-
bitos científicos que tratan los artículos y
la calidad de los mismos hacen de esta
obra un excelente homenaje a un excelen-
te jurista.

SEBASTIÁN LINARES, La (i)legitimidad democrática del control judicial de las leyes,
Marcial Pons, Madrid, 2008, 334 pp.

Por ANA MICAELA ALTERIO*

El libro que nos presenta el profesor
Linares aborda de lleno su tesis de que «el
control judicial de las leyes, bajo una
constitución rígida, significa una afrenta a
los valores que dan sentido a un gobierno
democrático y a los valores de igual dig-
nidad y autonomía personal».

Como se puede imaginar el o la lecto-
ra, construir las premisas que llevan a esa
conclusión, no es una tarea sencilla. So-
bre todo estando inmersos en sistemas
que, cada vez más, consagran modelos ro-
bustos de justicia constitucional como
esenciales para las democracias mismas.
Así, los llamados «modelo americano» y
«modelo europeo», de los que se nutre la
filosofía política y la teoría del derecho oc-
cidentales contemporáneas, han diseñado
instituciones que dejan la última palabra
sobre las cuestiones constitucionales, en
manos de los jueces.

Linares nos insta a que no asumamos
este hecho tan ligeramente y, valiéndose
de un enfoque interdisciplinario –que no
sólo se vale de la filosofía y la teoría se-
ñaladas, sino también de proposiciones
empíricas y programáticas propias de la
ciencia política y la ingeniería institucio-
nal, respectivamente–, nos invita a cues-
tionar el poder que tienen los jueces para
vetar leyes del Congreso e imaginar for-
mas de organización institucional alterna-
tivas.

Es justamente en ese punto donde se
encuentra la novedad y el aporte que el
autor hace a la discusión académica, es
decir, en la elaboración de pautas para
pensar sistemas constitucionales más de-
mocráticos, dialógicos e inclusivos. Estas
propuestas permiten apreciar que el autor
es un ferviente defensor de la democracia
deliberativa y un deudor de los trabajos

* Doctoranda Universidad Carlos III de Madrid, becaria MAEC-AECI.


